
368

Volumen 13 | S2  | Octubre, 2021UNIVERSIDAD Y SOCIEDAD | Revista Científica de la Universidad de Cienfuegos | ISSN: 2218-3620

Fecha de presentación:julio, 2021  
Fecha de aceptación: septiembre, 2021   
Fecha de publicación: octubre, 202144 THE PROTECTIVE ACTION BROUGHT BY PUBLIC SERVANTS, IN ADMINIS-
TRATIVE MATTERS, VIOLENT LEGAL SECURITY

INTERPUESTA POR LOS SERVIDORES PÚBLICOS, EN MATERIA AD-
MINISTRATIVA, VIOLENTA LA SEGURIDAD JURÍDICA

LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN 

Danilo Rafael Andrade Santamaría1

E-mail: up.daniloandrade@uniandes.edu.ec
ORCID: https://orcid.org/0000-0002-1405-5710
Juan Giovani Sailema Armijo1

E-mail: up.juansa49@uniandes.edu.ec
ORCID: https://orcid.org/0000-0002-4549-8311
Roberto Carlos Jiménez Martínez1

E-mail: up.robertojiménez@uniandes.edu.ec
ORCID: https://orcid.org/0000-0003-3865-5566 
Luis Rodrigo Miranda Chávez1

E-mail: up.luismiranda@uniandes.edu.ec
ORCID: https://orcid.org/0000-0003-2190-7595
1 Universidad Regional Autónoma de Los Andes. Ecuador. 

RESUMEN

La Ley Orgánica Reformatoria a las Leyes que Rigen el Sector Público, incluyó un artículo (12), dispuso que las personas 
hayan prestado ininterrumpidamente por cuatro años o más, sus servicios lícitos y personales en la misma institución, ya sea 
con contrato ocasional o nombramiento provisional, y que en la actualidad continúen prestando sus servicios en dicha insti-
tución, serán declaradas ganadoras del respectivo concurso público de méritos y oposición obteniendo al menos el puntaje 
requerido, el objetivo, es demostrar el abuso de la acción de protección y no la vía administrativa, utilizando el método teóri-
co del conocimiento que se usa en toda investigación científica, para llegar a un resultado, aportando científicamente  cual 
vía utilizar la legalidad o constitucional.
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ABSTRACT 

The Organic Law Reforming the Laws Governing the Public Sector, included a Article (12), provided that people have 
provided uninterruptedly for four years or more, their lawful and personal services in the same institution, whether with an 
occasional contract or provisional appointment, and who currently continue to provide their services in said institution, they 
will be declared winners of the respective public contest of merits and opposition, obtaining at least the required score, the 
objective, is to demonstrate the abuse of the protective action and not the administrative route, using the theoretical method 
of knowledge that is used in all scientific research, to reach a result, providing scientifically which way to use the legality or 
constitutional.
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INTRODUCCIÓN

Con la publicación de la Ley Orgánica Reformatoria 
a las Leyes que Rigen el Sector Público, publicada en 
el Suplemento del Registro Oficial número 1008, del 19 
de mayo del 2017, en el artículo 12 de la mencionada 
norma los legisladores incluyeron una disposición transi-
toria undécima que señala lo siguiente: Inclúyase como 
Disposición Transitoria Undécima la siguiente:

Las personas que a la presente fecha hayan prestado 
ininterrumpidamente por cuatro años o más, sus servicios 
lícitos y personales en la misma institución, ya sea con 
contrato ocasional o nombramiento provisional, o bajo 
cualquier otra forma permitida por esta Ley, y que en la 
actualidad continúen prestando sus servicios en dicha 
institución, serán declaradas ganadoras del respectivo 
concurso público de méritos y oposición si obtuvieren al 
menos el puntaje requerido para aprobar las pruebas es-
tablecidas por el Ministerio del Trabajo (Leyva-Vázquez 
et al., 2020; Rivera et al., 2014), (Matute, 2014; Pástor et 
al., 2019).

A raíz de la Ley Reformatoria, la interpretación legal era 
que los contratos de servicios ocasionales no generaban 
estabilidad laboral, ni derecho adquirido para la emisión 
de un nombramiento permanente, pudiendo darse por ter-
minado en cualquier momento por alguna de las causales 
establecidas en la Ley Orgánica del Servicio Público y su 
Reglamento, entre ellas la más conocida es por decisión 
unilateral de la autoridad nominadora, conforme así lo es-
tablece el literal f del artículo 146 del Reglamento a la Ley 
Orgánica del Servicio Público.

Sin embargo, en vista de la desnaturalización del contrato 
del servicio ocasional, a través del cual y mediante conti-
nuas renovaciones se vincula por años a personal a quien 
se le encargaba la ejecución de laborales institucionales 
permanentes, situación que contraviene el espíritu de 
esta modalidad contractual de carácter excepcional cuya 
esencia es la satisfacción de necesidades institucionales 
no permanentes y por un plazo máximo de 12 meses.

Desnaturalización generadora de la incertidumbre que 
en cualquier momento, los así servidores públicos con-
tratados se queden en la desocupación a pesar de sus 
años continuos de trabajo para la misma institución, as-
pecto que los ubica en un mismo estado de desventaja 
y de necesidad de protección, elemento relevante que 
demandaba una consideración y trato diferente para los 
servidores públicos que trabajaron durante el período 
del 19 de mayo del 2014 al 19 de mayo del 2017, pri-
mer requisito que deben ser declarados ganadores del 
respectivo concurso público de mérito y oposición y otro 

requisito es que deben obtener el puntaje requerido para 
ser declarado ganador.   

La Constitución de la República del Ecuador en el artículo 
228 determina la forma como debe ingresar una persona 
al servicio público, señala: “El ingreso al servicio público, 
el ascenso y la promoción en la carrera administrativa se 
realizarán mediante concurso de méritos y oposición, en 
la forma que determine la ley, con excepción de las servi-
doras y servidores públicos de elección popular o de libre 
nombramiento y remoción. Su inobservancia provocará la 
destitución de la autoridad nominadora”.(Del Ecuador, 
2008)

Esta Ley Reformatoria a las Leyes que rigen el Sector 
Público, permitió una violación expresa a la Constitución 
de la República del Ecuador violentando así el principio 
de la seguridad jurídica consagrada en el artículo 82, por 
cuanto simplemente señala que quienes hayan trabajado 
durante cuatro años de manera ininterrumpida serán ga-
nadoras de los concursos, generando estabilidad laboral 
de los servidores públicos.

La Asamblea Nacional en la misma ley reformatoria dis-
puso al Ministerio del Trabajo la norma técnica para la 
aplicación de la disposición transitoria undécima a la Ley 
Orgánica Reformatoria al Servicio Público, el Ministerio 
del Trabajo mediante Acuerdo Ministerial número MDT-
2017-0192 que fue publicado en el Registro Oficial nú-
mero 149 el 28 de diciembre del 2017, emitió la norma 
técnica, sin embargo y de acuerdo a esta investigación 
ninguna institución del Estado ha realizado concursos de 
méritos y oposición para cumplir con dicho Acuerdo des-
de el mes de diciembre del año 2017 que fue publicado 
el Acuerdo Ministerial. 

Cuando existe el cambio de los tres niveles de gobier-
nos, provincial, municipal y parroquial, producto de las 
elecciones del 2019, conocida como elecciones loca-
les, las nuevas autoridades a través de las Direcciones 
Administrativa de Talento Humano, mediante memo-
randos terminaron las relaciones laborales con varios 
servidores públicos que eran beneficiarios de esta ley 
reformatoria al sector público, aplicándoles el literal f 
del artículo 146 del Reglamento a la Ley Orgánica del 
Servicio Público que señala: “Terminación de los contra-
tos de servicios ocasionales.- Los contratos de servicios 
ocasionales terminarán por las siguientes causales: literal 
f) Por terminación unilateral del contrato por parte de la 
autoridad nominadora, sin que fuere necesario otro requi-
sito previo”.(Del Ecuador, 2008)

Para la investigación de este artículo científico se ha con-
centrado en la Provincia de Pastaza, y de manera especí-
fica en el Gobierno Autónomo Descentralizado Provincial 
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de Pastaza, que según la investigación, con la posesión 
del nuevo prefecto provincial, se dio por terminada la re-
lación laboral a más de 13 servidores públicos de ellos 
ejercieron sus derechos por la vía constitucional que es 
la acción de protección, siendo el punto de discusión, si 
era la vía correcta la materia constitucional o si es co-
rrecta la vía administrativa contenciosa para reclamar un 
derecho, incluso algunos servidores públicos aparecie-
ron a los dos años desde que fueron notificados mayo 
2019 con la terminación de sus contratos, presentaron la 
acción de protección, en primera instancia la mayoría de 
jueces de primer nivel no les aceptaron sus demandas 
constitucionales.

Pero, la Sala Única Multicompetente de la Corte Provincial 
de Justicia de Pastaza les aceptaron con voto de mayoría 
de los tres jueces que tiene la Sala, existiendo un voto sal-
vado, todas las sentencias fueron presentados recursos 
extraordinario de protección ante la Corte Constitucional, 
ya que con las sentencias de segundo nivel de los Jueces 
de la Corte Provincial de Justicia, mandaron a cancelar 
como reparación económica a los servidores públicos por 
todo el tiempo que han quedado sin trabajar y muchos de 
ellos aparecieron al año y medio a presentar la acción de 
protección y que sus derechos sean reparados.   

Dada estas circunstancias legales, de interpretaciones 
no muy concordantes en sus sentencias por los jueces 
de primer nivel y por los jueces de segundo nivel existien-
do un criterio de uno de ellos apartado a sus decisiones 
he investigado los procesos legales y la mayoría de los 
jueces de primer nivel en sus sentencia indican que es 
de legalidad y los jueces de la corte provincial de justicia, 
salvando un voto, indican que existe violación de dere-
chos y que la vía adecuada es la Constitucional y por eso 
fueron aceptadas todas las demandas de acciones de 
protección, sobre las sentencias constitucionales de los 
jueces de segundo nivel, existe acciones extraordinarias 
de protecciones y que fueron inadmitidas en su totalidad, 
pero que fueron separadas dos acciones extraordinarias 
de protecciones para ante la Corte Constitucional para 
emitir un precedente constitucional que desde el año 
enero 2020 hasta la presente fecha lo tienen acumulados 
en más de 325 causas que hasta el día de hoy no lo han 
emitido dicho presente constitucional.

Este es el análisis jurídico, constitucional y legal que me 
permito en este artículo científico realizar más detallada-
mente, para dejar al lector si la vía constitucional fue la 
correcta o si debían los servidores públicos ejercer la ac-
ción contenciosa administrativa (Anderson, 2015).

El artículo 88 de la Constitución de la República del 
Ecuador manifiesta: “La acción de protección tendrá por 

objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reco-
nocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando 
exista una vulneración de derechos constitucionales, por 
actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judi-
cial; contra políticas públicas cuando supongan la priva-
ción del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; 
y cuando la violación proceda de una persona particular, 
si la violación del derecho provoca daño grave, si presta 
servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 
concesión, o si la persona afectada se encuentra en esta-
do de subordinación, indefensión o discriminación” (Del 
Ecuador, 2008).

Los servidores públicos cesados en sus funciones es-
cogieron la vía constitucional indicando que se han vio-
lentado algunos de los derechos constitucionales como 
el derecho al trabajo que garantiza la Constitución de la 
República del Ecuador artículo 33, el derecho a la seguri-
dad jurídica constante en el artículo 82 de la Constitución, 
la violación al derecho al debido proceso en la garantía 
básica de la motivación constante en el artículo 76 nu-
meral 7 literal l de la norma de la norma suprema. (Del 
Ecuador, 2008)

Desde el punto de vista constitucional planteado, el nu-
meral 3 del artículo 40 de la Ley Orgánica de Garantías 
Constitucionales y Control Constitucional señala clara-
mente que la acción de protección se podrá presentar 
cuando concurran los siguientes requisitos numeral 3 
“Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial ade-
cuado y eficaz para proteger el derecho violentado”, este 
requisito nunca fue justificado por los servidores públicos, 
desnaturalizando así la acción de protección y más aún 
con la sentencia de mayoría de los jueces de segundo 
nivel, según el análisis y tomando en cuenta este numeral, 
no es necesario que protestando presuntas violaciones a 
derechos constitucionales los servidores públicos pasen 
por alto las vías ordinarias y accedan  a la justicia consti-
tucional (Aguado & Lacarra, 2014), (Aguirre et al., 2016).

Peor aún podían ejercer la vía constitucional cuando se-
ñala el artículo 42 en sus numerales 1, 3, 4 y 5 que la ac-
ción de protección no procede “1. Cuando de los hechos 
no se desprenda que existe una violación de derechos 
constitucionales. 3. Cuando en la demanda exclusiva-
mente se impugne la constitucionalidad o legalidad del 
acto u omisión, que no conlleven la violación de dere-
chos. 4. Cuando el acto administrativo pueda ser impug-
nado en la vía judicial, salvo que se demuestre que la 
vía no fuere adecuada ni eficaz. 5. Cuando la pretensión 
del accionante sea la declaración de un derecho”. (Del 
Ecuador, 2008)
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Cuando procede la acción de protección, La tesis de los 
derechos prevé que los jueces decidan casos difíciles 
confirmando o negando derechos concretos. Pero los 
derechos concretos en los que se apoyan los jueces de-
ben tener otras dos características. Deben ser derechos 
institucionales básicos y dentro de lo institucional, más 
bien deben ser jurídicos que de otro orden. Se debe in-
dicar que es mediante las garantías jurisdiccionales que 
los jueces pueden negar o aceptar las pretensiones de 
la legitimada respecto a la violación de derechos consti-
tucionales, siempre exista y se justifique dicha violación 
a los derechos (Hernández et al., 2021), (Guerra et al., 
2021), (Guerra et al., 2021), (Cornelio et al., 2019; Leyva-
Vázquez et al., 2016).

Lo referido anteriormente que los servidores públicos 
alegaban una de las violaciones a sus derechos como la 
vulneración al debido proceso una de las garantías bá-
sicas relacionadas a que corresponde a toda autoridad 
administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las 
normas y los derechos de las partes así como el derecho 
a la motivación (Conde, 2014), (Pástor et al., 2019; Torres, 
2017).

Una de las garantías del debido proceso, es la motiva-
ción, contenida en el artículo 76 numeral 7, literal l) que 
señala: “Las resoluciones de los poderes públicos debe-
rán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución 
no se enuncian las normas o principios jurídicos en que 
se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación 
a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente 
motivados se considerarán nulos. Las servidoras o ser-
vidores responsables serán sancionados.” (Del Ecuador, 
2008)

Frente a este derecho me permito considerar que es 
necesario analizar, si existe vulneración a los derechos 
constitucionales invocado por falta de motivación, esto 
es si el acto administrativo es inmotivado y consecuen-
temente arbitrario, la doctrina y la jurisprudencia consti-
tucional, señalan que el análisis del acto implica, también 
constatar la garantía al debido proceso; por ello, se debe 
hacer la constatación de elementos como la causa y la 
motivación del mismo, teniendo en cuenta que no se ana-
liza la mera legalidad o facultades del delegatario que 
es la seguridad jurídica, por cuanto sus funciones ya es-
tán plenamente establecidas dentro de la estructura del 
Estado constituyéndose en actos administrativos de mera 
legalidad.

Es importante mencionar que la regulación normativa en 
la esfera estatal, y en el sistema administrativo, es nece-
saria y primordial por cuanto regula la actividad social o 

general de un Estado constituyendo un ambiente de paz 
y seguridad en sus administrados, empero todo poder 
debe tener un límite en sus actuaciones y para ello ne-
cesariamente debe estar regulado por un sistema supe-
rior que contenga al aparataje estatal como expresa el 
profesor Luigi Ferrajolli en su texto “Derecho y Razón”, 
que dice: “…si se instituyen en un ordenamiento concre-
to derechos sin las obligaciones correspondientes, estos 
presuntos derechos no son tales, dicho de otra manera 
no puede existir un derecho sin una norma reguladora y 
eficiente para regular las actuaciones…”, “solo un modelo 
normativo puede servir para controlar”. (Ferrajoli, 2001)

En igual forma el maestro Paolo Comanducci en su texto 
y exposición “Constitucionalización y teoría del Derecho” 
establece una propuesta de neo-constitucionalismo teó-
rico, ideológico, metodológico, toda vez que resulta apli-
car el catálogo constitucional con una ideología y una 
correlativa metodología explícitamente, como una teoría 
concurrente con la positivista que en este caso son las 
normas, reglamentos y leyes orgánicas que regulan las 
actuaciones de las instituciones públicas, no buscando 
administrar con actos contradictorios a la Constitución, 
sino actuando en correlación y aplicación directa, dicho 
de otra manera, todo acto de institución pública debe es-
tar normado y motivado con apego a la Constitución caso 
contrario los acuerdos, reglamentos, decretos, otros, no 
tendrían validez ni vigencia (Comanducci, 2005). 

En este orden de ideas, se observa que la administración 
pública debe tener límites en su actividad, y dentro de 
éstos límites en particular a la protección judicial del ad-
ministrado frente a la misma administración.  Aquí reside 
uno de los pilares esenciales de la temática del derecho 
administrativo: “La protección del administrado contra el 
ejercicio irregular o abusivo de la función administrativa”.

La decisión administrativa sea jurídicamente legitima, se 
debe reunir las condiciones de competencia, procedi-
miento, contenido, causa-objeto y motivación. Se entien-
de por acto administrativo la declaración unilateral de au-
toridad pública competente, en ejercicio de su potestad 
administrativa, que produzca efectos jurídicos subjetivos, 
concretos e inmediatos. Atento a lo expresado, el acto 
de autoridad pública es una declaración de la voluntad, 
por lo que tiene un contenido, y éste se debe ajustara los 
dispuesto por el ordenamiento jurídico y su finalidad. Las 
actuaciones del Estado y de sus instituciones no pueden 
contradecir las normas que son el origen de sus faculta-
des, pues ello afecta el principio de regularidad del orde-
namiento jurídico (Leyva-Vázquez et al., 2020), .

La causa y objeto son elementos básicos para la emana-
ción regular del acto administrativo, la causa es la razón 
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que justifica el acto, lo que determina que una decisión 
sea tomada. El objeto tiene que ver con la finalidad por 
la que se toma una determinación y este no puede ser 
otro que un fin público. La motivación del acto se analiza 
el porqué se toma una decisión y la finalidad de dicha 
decisión. Al efecto, se debe tomar en cuenta que el acto 
puede ser apegado a la legalidad y pudo emanar de au-
toridad competente, pero puede ser arbitrario.

En definitiva cuando un acto se encuentra motivado el 
administrado tiene la certeza del porqué se ha tomado 
una decisión determinada, para que se ha tomado dicha 
decisión y permite reconocer su proporcionalidad con el 
hecho que se resuelve. Debiendo además que el objeto 
y la finalidad del acto administrativo se deben someterse 
a la juridicidad. 

Es importante tener un ordenamiento para el control siste-
mático en la actuaciones de cada una de las instituciones, 
siempre y cuando no estén contrarias a la Constitución 
y a lo que en esencia protege la misma, así se obser-
va la importancia del derecho positivo en la regulación y 
en el desarrollo de un Estado, se advierte su importancia 
al decir que el derecho positivo, es el conjunto de nor-
mas jurídicas escritas por una soberanía, esto es, toda la 
creación jurídica del órgano estatal que ejerza la función 
legislativa. El derecho positivo puede ser de aplicación 
vigente o no vigente, dependiendo si la norma rige para 
una población determinada, o la norma ya ha sido dero-
gada por la promulgación de una posterior. No sólo se 
considera derecho positivo a la ley, sino además a toda 
norma jurídica que se encuentre escrita como decretos, 
acuerdos y reglamentos.

La motivación del acto administrativo consiste en dejar 
constancia de las auténticas razones por las que la admi-
nistración adopta la decisión y tiene como fin permitir al 
destinatario poder enfrentarse y en su caso, combatir ese 
acto administrativo. Se trata de expresar los motivos que 
justifican el acto administrativo. El requisito de la motiva-
ción se traduce en que la administración pública exprese 
las razones de hecho y de derecho en las que el acto 
administrativo descansa; con este requisito se controla la 
causa del acto.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso 
Baena Ricardo y otros Vs. Panamá, dentro de la senten-
cia de fecha 2 de febrero de 2001 (Fondo, reparaciones 
y Costas) ha establecido: En cualquier materia, inclusive 
en la laboral y la administrativa, la discrecionalidad de 
la administración tiene límites infranqueables, siendo uno 
de ellos el respeto de los derechos humanos. Es impor-
tante que la actuación de la administración se encuentre 
regulada, y ésta no puede invocar el orden público para 

reducir discrecionalmente las garantías de los administra-
dos. Por ejemplo, no puede la administración dictar actos 
administrativos sancionatorios sin otorgar a los sanciona-
dos la garantía del debido proceso.

La Corte Constitucional del Ecuador respecto a la moti-
vación ha señalado lo siguiente: Para que determinada 
resolución se halle correctamente motivada es necesa-
rio que la autoridad que tome la decisión exponga las 
razones que el Derecho le ofrece para adoptarla. Dicha 
exposición debe hacérsela de manera razonable, lógica 
y comprensible, así como mostrar cómo los enunciados 
normativos se adecúan a los deseos de solucionar los 
conflictos presentados. Una decisión razonable es aque-
lla fundada en los principios constitucionales. La decisión 
lógica, por su lado, implica coherencia entre las premisas 
y la conclusión, así como entre ésta y la decisión. Una de-
cisión comprensible, por último, debe gozar de claridad 
en el lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del 
gran auditorio social, más allá de las partes en conflicto.

Decir que no existe motivación en los memorandos con 
las cuales se separó a los 24 funcionarios públicos a tra-
vés de memorandos desde mi punto de vista jurídico, son 
herramientas de procedimientos administrativos emana-
dos por autoridad competentes, donde se enuncia en 
forma clara las normas en las que se funda como la Ley 
Orgánica de Servicio Público y su Reglamento, siendo 
pertinente su aplicación con los antecedentes del hecho 
al encontrarse con contrato de servicios ocasionales, si-
tuación que no le genera estabilidad laboral, de lo ex-
puesto no existe violación a la garantía de motivación.   

Los servidores públicos activaron la acción se protección 
aduciendo que se violentó la seguridad jurídica al darle 
por terminado sus relaciones laborales, y que no se cum-
plió con la Ley Orgánica Reformatoria a las Leyes que 
Rigen el Sector Público, en su Capítulo I, denominado 
Reformas a la Ley Orgánica del Servicio Público, artícu-
lo 12 estableció la disposición transitoria siguiente: “Art. 
12.- Inclúyase como Disposición Transitoria Undécima la 
siguiente: “Las personas que a la presente fecha hayan 
prestado ininterrumpidamente por cuatro años o más, sus 
servicios lícitos y personales en la misma institución, ya 
sea con contrato ocasional o nombramiento provisional, o 
bajo cualquier otra forma permitida por esta Ley, y que en 
la actualidad continúen prestando sus servicios en dicha 
institución, serán declaradas ganadoras del respectivo 
concurso público de méritos y oposición si obtuvieren al 
menos el puntaje requerido para aprobar las pruebas es-
tablecidas por el Ministerio del Trabajo”. 

El artículo 82 de la Constitución de la República del 
Ecuador señala que el principio de seguridad jurídica 
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está relacionado con el cumplimiento y respeto hacia 
la Constitución y la existencia de normas jurídicas pre-
vias, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 
competentes.

La seguridad jurídica tiene un aspecto estructural, ob-
jetivo, el que inherente al sistema jurídico, a las normas 
jurídicas y a sus instituciones y, de ahí, dimana al sujeto 
que está obligado por el sistema jurídico que adquiere 
la certeza o la certidumbre de las consecuencias de sus 
actos y las de los demás, éstas es la faceta subjetiva. 

La seguridad jurídica consiste en el cumplimiento de los 
preceptos constitucionales y su irradiación en todo el or-
denamiento jurídico. En tal virtud la constitucionalización 
del ordenamiento jurídico es la base de la seguridad jurí-
dica. Entonces, la vigencia material de las normas claras, 
previas y públicas depende de su conformidad para con 
los preceptos constitucionales.

La Corte Constitucional, respecto de la seguridad jurídica 
en la sentencia No. 016-13-SEP-CC, señaló: “Para tener 
certeza respecto a una aplicación normativa, acorde a la 
Constitución, se prevé que las normas que formen parte 
del ordenamiento jurídico se encuentren determinadas 
previamente; además, deben ser claras y públicas; solo 
de esta manera se logra conformar una certeza de que la 
normativa existente en la legislación será aplicada cum-
pliendo ciertos lineamientos que generan la confianza 
acerca del respeto de los derechos consagrados en el 
texto constitucional. Mediante un ejercicio de interpreta-
ción integral del texto constitucional se determina que el 
derecho a la seguridad jurídica es el pilar sobre el cual se 
asienta la confianza ciudadana en cuanto a las actuacio-
nes de los distintos poderes públicos”.

Sobre la seguridad jurídica es necesario señalar que la 
autoridad administrativa incuestionablemente, debe ejer-
cer sus funciones dentro de su ámbito jurídico competen-
cial con el fin de conseguir una correcta administración, 
aplicando la norma constitucional en forma integral, pues 
el acto administrativo se emite dentro de sus facultades 
en su calidad de autoridad, amparado por la Constitución 
de la República, el Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización, Ley Orgánica 
de Servicio Público. Sus actuaciones corresponden a sus 
atribuciones y responsabilidades como el suscribir actos 
administrativos dentro de su jurisdicción en un primer mo-
mento, sin que esto signifique que las decisiones sean 
consideradas arbitrarias o discrecionales.

Desde el punto de vista del principio de la seguridad 
jurídica que dicen ser violentados el artículo 146 del 
Reglamento a la Ley Orgánica del Servicio Público de-
termina: “Terminación de los contratos de servicios 

ocasionales.-Los contratos de servicios ocasionales ter-
minarán por las siguientes causales: f) Por terminación 
unilateral del contrato por parte de la autoridad nomina-
dora, sin que fuere necesario otro requisito previo”, por lo 
tanto se aplicó la legislación vigente como la Constitución 
de la República, Código Orgánico de Organización 
Territorial Art. 9 (COOTAD) y la Ley Orgánica de Servicio 
Público y su reglamento.

Otro principio constitucional es el derecho al trabajo que 
los servidores públicos activaron la acción de protección, 
frente a este derecho al trabajo previsto en el artículo 33 de 
la Constitución de la República del Ecuador, corresponde 
hacer un análisis sobre lo que implica tener una relación 
sistemática y estable un puesto de trabajo, claro gravitan-
do en lo administrativo, para ello corresponde verificar el 
contenido del Art. 228 de la Constitución, establece: “El 
ingreso al servicio público, el ascenso y la promoción en 
la carrera administrativa se realizarán mediante concurso 
de méritos y oposición, en la forma que determine la ley, 
con excepción de las servidoras y servidores públicos de 
elección popular o de libre nombramiento y remoción. Su 
inobservancia provocará la destitución de la autoridad 
nominadora.” (Del Ecuador, 2008).

Entonces, en efecto se garantiza estabilidad laboral, de 
los servidores públicos, a todo nivel previo el concurso 
público de méritos y oposición, lo cual tiene por objeto 
contar con el talento humano en una institución pública 
de servicio a la colectividad que se rige por los principios 
de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcen-
tración, descentralización, coordinación, participación, 
planificación, transparencia y evaluación, conforme lo 
recoge el Art. 227 de la Constitución; es decir, se está 
frente a un derecho individual versus el interés colectivo 
en relación a la eficiencia y calidad del servicio público 
también garantizado por la Constitución, esto además, en 
correspondencia a la garantía de la estabilidad laboral.

El concurso de méritos y oposición es un proceso que 
intenta dos finalidades. La primera, busca conceder a 
las personas el derecho de participación sin limitación 
de ninguna naturaleza más que la capacidad o habilidad 
del puesto o plaza generada. La segunda, es brindar se-
guridad a la ciudadanía, como interés general, de que 
se contara con personas especializadas, capaces y con 
perfiles propios de cada puesto para brindar una aten-
ción eficiente, especial y cálida.

Con esta investigación se espera que los jueces de la 
Corte Constitucional emitan un presente constitucional 
dentro de sus facultades y a través del mismo dejen cla-
ras las interpretaciones y sean de aplicación inmediata ya 
que como se acaba de analizar existen diversos criterios 
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jurídicos y constitucionales referentes a la activación de 
la acción de protección, cuando puede ser la vía ordi-
naria contenciosas administrativa, para que se adecúen 
formalmente los derechos humanos a la Constitución de 
la República del Ecuador, como mandan los artículos 82 
que se refiere a la seguridad jurídica y el artículo 84 de la 
Constitución de la República del Ecuador que se refiere a 
que todo órgano con potestad normativa puede adecuar 
formal y materialmente la Constitución a los derechos 
humanos.

En la obra “Derecho Constitucional Para Fortalecer la 
Democracia, señala que “la acción de amparo constitu-
cional, regulada por la Constitución hoy en día, sin duda 
el más importante mecanismo para hacer efectiva la ple-
na vigencia de los derechos que la Constitución protege” 
(Morales Tobar, 1999).

DESARROLLO

El nivel teórico del conocimiento utilizado en toda inves-
tigación científica, ayuda al autor a realizar la investiga-
ción, comprendiendo la estructura y la dinámica del tema 
que en el artículo presente tiene como título: “La acción 
de protección interpuesta por los servidores públicos, en 
materia administrativa, violenta la seguridad jurídica”, se 
realizó un estudio de 13 servidores públicos, que sirvieron 
para analizar la vía adecuada para reparar sus derechos. 

El enfoque de la investigación es cuali- cuantitativo, te-
niendo en cuenta que busca comprender las cualidades 
de cada parte del tema de investigación. Y del mismo 
modo aplicar un análisis cuantitativo respecto del análisis 
constitucional y legal durante la investigación.

El alcance de la investigación fue descriptiva y correla-
cionada, ya que la primera busca analizar cómo es un 
fenómeno, es decir en este caso definir los conceptos y 
cada parte del tema, y la segunda al relacionar cada una 
de las variables del tema.

Con la utilización del método Analítico- Sintético el autor 
tuvo que analizar cada parte del tema, es decir conocer 
que el objetivo de la acción de protección y la legalidad 
en el campo contencioso administrativo, ya que existen 
criterios diferentes en sus decisiones judiciales tanto de 
los jueces de primer nivel como de segundo nivel. Así 
mismo una vez descompuesto en partes el tema, se rea-
lizó una síntesis para establecerlo en una característica 
general y posteriormente realizar un análisis del tema de 
estudio.

El método Inductivo-Deductivo permite la realización de 
generalizaciones y pasar a otro de menor nivel, el método 
inductivo y deductivo se complementan en el proceso de 

conocimiento, finalmente con la técnica del análisis cons-
titucional y legal.

Línea de investigación

Retos, Perspectivas y Perfeccionamiento de las Ciencias 
Jurídicas en Ecuador 

El ordenamiento jurídico ecuatoriano, Presupuestos histó-
ricos, teóricos, filosóficos y constitucionales.

Sobre la eficacia de la vía constitucional para la protec-
ción de Derechos Fundamentales, en el Estado consti-
tucional de Derechos y Justicia, se atribuye a los jueces 
constitucionales la calidad de garantes de los derechos 
fundamentales, imponiéndose la obligación y el deber 
constitucional de brindar una efectiva garantía constitu-
cional a las personas cuyos derechos han sido vulnerados 
por cualquier acto u omisión. Los jueces desarrollan un 
papel protagónico en el nuevo Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia, razón por la cual en el presente caso 
la vía constitucional es improcedente al establecer el artí-
culo 42 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional en el numeral 1, que no es pro-
cedente cuando de los hechos no se desprenda que 
existe violación de derechos constitucionales, como han 
sido analizados en esta investigación, pues se pretende 
impugnar un acto administrativo de mera legalidad para 
que por la acción constitucional se examine la legalidad 
del acto.

Tanto la ley como la doctrina y la jurisprudencia coinciden 
en señalar que los actos administrativos desde su expedi-
ción se presumen legítimos y deben cumplirse desde que 
se encuentran firmes o se hayan ejecutoriados; por su 
parte el artículo 104 del Código Orgánico Administrativo, 
establece que es válido el acto administrativo mientras no 
se declare su nulidad.

De igual manera el Código Orgánico General de Procesos, 
en su artículo 329 señala que los actos administrativos 
gozan de la presunción de legitimidad y ejecutoriedad, 
en materia pública todos ellos gozan del principio de le-
galidad, por el hecho de haber sido dictados por autori-
dad competente; tanto más que en el acto administrativo 
impugnado se mencionan las disposiciones legales que 
faculta a la autoridad nominadora del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Provincial de Pastaza, para emitir dicho 
acto.

En la investigación se ha realizado un análisis constitu-
cional como legal referente a la acción de protección 
interpuesta por los servidores públicos, que es materia 
administrativa violenta la seguridad jurídica, tema del de-
sarrollo del artículo científico que ha sido muy complejo 
y discutido, porque la mayoría de los jueces de primer 
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nivel de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza en sus 
decisiones rechazaron indicando que no existe violacio-
nes a derechos constitucionales y que son trámites de 
legalidad y los jueces de la Sala Multicompetente de la 
Corte Provincial de Justicia de Pastaza, manifestaron que 
existe violación de derechos constitucionales y un juez de 
segundo nivel, salva el voto en casi todas las acciones de 
protección indicando que no existe violación de derechos 
constitucionales.

El tema para la discusión es si los servidores públicos 
separados de sus cargos que se aplicó el artículo 146 
numeral f del Reglamento a la Ley Orgánica del Servicio 
Público, pueden activar la acción constitucional o la ac-
ción contenciosa administrativa, tomando en considera-
ción que existe una ley reformatoria que les ampara a los 
servidores públicos que hayan trabajado más de cuatro 
años ininterrumpidamente en la misma institución desde 
el 19 de mayo del 2014 hasta el 19 de mayo del 2017.

Otro tema de discusión, es si Los servidores públicos 
separados de la institución, al activar la acción consti-
tucional de la acción de protección, hicieron abuso del 
derecho constitucional, sin cumplir con los requisitos que 
establece el artículo 42 numeral 4 de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional que 
determina “cuando el acto administrativo puede ser im-
pugnado en la vía judicial, salvo que se demuestre que la 
vía no fuere ni adecuada ni eficaz”.

Dentro del trabajo de investigación los servidores públi-
cos han presentado las acciones de protección desde 
enero del 2020, siendo la última acción de protección pre-
sentada en el mes de junio del 2021 y que actualmente se 
encuentra con recurso de apelación, tomando en cuenta 
que fueron notificados en el mes de diciembre del 2019, 
el tema de discusión sería ¿es procedente que después 
de un año y seis meses presenten acciones de protec-
ción los servidores públicos que fueron separados de sus 
funciones considerando el tiempo transcurrido?, tomando 
en cuenta que la acción de protección señala el artículo 
88 de la Constitución de la República del Ecuador que “la 
acción de protección tendrá el amparo directo y eficaz de 
los derechos reconocidos en la Constitución y tratados 
internacionales sobre derechos humanos…”.

Uno de los temas para discusión el más importante tal 
vez de esta investigación, sería una reforma legal a la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional en el artículo 39 que hace referencia a la 
acción de protección, señalando un plazo máximo de tres 
meses para presentar una acción de protección, cual-
quiera sea el derecho violentado de un servidor público, 
a excepción de los derechos humanos tratándose de la 

vida de los servidores públicos, por ejemplo el derecho a 
la esclavitud, a la tortura entre otras violaciones, ya que al 
presentar después de 16 meses, los jueces de segundo 
nivel aceptan las demandas constitucionales y mandan a 
pagar por el tiempo que ha dejado de percibir la remune-
ración, es decir desde mi punto de vista sin haber traba-
jado percibieron una alta remuneración, por reparación 
económica.   

CONCLUSIONES

Dentro de este tema de investigación se llegó a la con-
clusión, que los servidores públicos que fueron separa-
dos de las instituciones y que les ampara la Ley Orgánica 
Reformatoria a las Leyes Orgánicas que Rigen el Sector 
Públicos, exclusivamente quienes trabajaron ininterrum-
pidamente durante cuatro años en la misma institución 
desde el 19 de mayo del 2014 hasta el 19 de mayo del 
2017, hicieron uso indebido de la garantía de la acción 
de protección, y pese a ello, los jueces de mayoría de la 
Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de 
Pastaza disidieron que si era válido la vía escogida por 
ellos, y pese estar en la Corte Constitucional mediante 
acción extraordinaria de protección de conformidad al ar-
tículo 94 de la Constitución de la República del Ecuador, 
no se ha resuelto para saber si la vía fue la acertada pre-
sentando acciones de protecciones.      

Otra conclusión de este trabajo de investigación, es que, 
pese haber transcurrido más de un año seis meses, toda-
vía se siguen presentado acciones de protecciones y los 
dos jueces de mayoría de la Sala, sigue aceptando las 
acciones e protección, pese a que en las sentencias del 
año 2020 ya se manifestaron que el Gobierno Autónomo 
Descentralizado Provincial de Pastaza debe realizar el 
concurso de méritos y oposición de conformidad al ar-
tículo 12 de la Ley Reformatoria a la las leyes orgánicas 
que rigen el sector público, concediéndoles un plazo de 
90 días.  
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